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LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN EN EL PERÚ

SIN LICENCIA

RINCÓN DEL AUTOR

Tecnócratas y corrupción

Apremios de dinero

La desigualdad

E l ex presidente Ollan-
ta Humala dice que son 
falsas las declaraciones 
de Jorge Barata, ex fun-
cionario de Odebrecht 

en el Perú. Este reveló que entregó 3 
millones de dólares en el 2011 para la 
campaña de Humala.

Barata remite a las anotaciones que 
hizo Marcelo Odebrecht en su celular 
sobre el tema. El ex presidente de Ode-
brecht, además, lo habría llamado pa-
ra indicar que entregue ese dinero por 
encargo del Partido de los Trabajado-
res de Brasil, el partido del ex presiden-
te Luiz Inácio Lula da Silva.

La declaración parece hablar de una especie 
de cuenta corriente del PT en la empresa Ode-
brecht. O, en todo caso, de una relación de man-
do entre Lula y Odebrecht. Solo este extremo 
de la declaración revela la naturaleza criminal 
de la relación entre el consorcio constructor y el 
partido de Lula.

Es difícil pensar que el PT tuviera solo una 
fuente de fi nanciamiento. Y es difícil imaginar 
que quien aceptara dinero de Odebrecht para su 
campaña no lo aceptara de otras fuentes igual de 
inescrupulosas y delincuenciales.

Es evidente que Barata no indica toda la prue-
ba documental que conoce. Alcanzó a decir, sin 
embargo, que los fondos salieron de la cuenta 
donde ellos tenían fondos para los sobornos.

Llama la atención la forma en que se hicieron 

L a economía a veces avanza y a 
veces no, pero la desigualdad 
es casi constante. ¿Cuán malo 
es ese mal? ¿Y por qué no hay 
mejora? Desde hace medio si-

glo, gobiernos sucesivos han dictado medi-
das redistributivas (algunas muy radicales 
como fue la reforma agraria), pero al fi nal 
del día es difícil detectar algún impacto. En 
el Perú, no han faltado estudios que intentan 
medir el tamaño del problema y que especu-
lan sobre los efectos de la desigualdad. 

Hace cuarenta años me tocó realizar uno 
de los primeros estudios sobre la desigual-
dad de los ingresos en el Perú. El estudio, 
que fue mi tesis doctoral, fue publicado co-
mo libro y sigue siendo citado como una re-
ferencia cuando se habla de los números de 
la desigualdad. Pero a pesar de ese recono-
cimiento, hoy me doy cuenta de que no tuve 
éxito en transmitir dos de las conclusiones 
más importantes del estudio.    

La primera conclusión no comprendida 
es que cuando se quiere formular políticas 
redistributivas, es necesario hacerlo en deta-
lle. Es que la desigualdad es en realidad una 
pluralidad de desigualdades distintas, cada 
una referida a un subgrupo de la población y 
que necesita soluciones específi cas para ese 
problema. Más que reducir la “desigualdad” 
en general, lo que espera la gente es una so-
lución, por ejemplo, para la desigualdad de 
género o para la desigualdad regional o étni-
ca. Mejorar la situación de los trabajadores 
manuales en fábricas pasa por medidas muy 
diferentes a mejorar el nivel de vida de los 
minifundistas en la sierra. Hablar de redistri-
buir en general es como hablar de mejorar la 
salud en general, en vez de entrar a la situa-
ción específi ca de cada enfermo. Ese concep-
to de la diversidad del problema distributivo 

me llevó a elabo-
rar una estadís-
tica detallada de 
los ingresos de 
distintos grupos 
de la población. 
Intencionalmen-
te, en mi estudio 
no incluí una es-
tadística del nivel 
de desigualdad 
en general, como 

es el llamado coefi ciente Gini, dato que es-
conde toda la variedad de desigualdades 
del país. El Gini se presta para hacer retórica 
redistributiva pero no ayuda cuando se trata 
de diseñar una política redistributiva. 

La segunda conclusión de mi estudio, 
que lamento no haber transmitido con su-
fi ciente poder de convencimiento, se refi e-
re a la enorme difi cultad y costo logístico 
para redistribuir. En el escritorio, es fácil 
planifi car una redistribución importante 
imponiendo un tributo al diez por ciento 
más pudiente del país para transferir al diez 
por ciento más pobre. Pero llevarla a cabo es 
otra cosa. Primero, porque, como bien sabe-
mos, el que parte y reparte se lleva la mejor 
parte. Segundo, por el costo administrativo 
de identifi car a los individuos en cada uno 
de esos dos grupos y de crear un sistema 
de delivery para personas escondidas en 
los lugares de más difícil acceso en el país. 
Tercero, porque inevitablemente los que 
planifi can la transferencia se dan el lujo de 
jugar a Dios, decidiendo qué es lo que más 
le conviene al pobre recibir. Y cuarto, por-
que el dinero regalado viene con un costo 
al orgullo del que recibe. El regalo puede 
ser una ayuda, pero nunca crea verdadera 
igualdad. La única solución pasa por elevar 
la productividad del pobre.  

E n las últimas sema-
nas se ha desarrollado 
un intenso debate en-
tre analistas liberales 
(entre los que me in-

cluyo) y de izquierda, sobre quiénes 
son los responsables de la corrupción 
en el Perú en los últimos años. Si se 
retiran las posiciones más extremas, 
lo que queda del debate es un con-
senso en que: 1) la corrupción es en-
démica en el Perú (como lo demues-
tra el libro del historiador Alfonso 
Quiroz, citado por ambos bandos); 
y 2) la última ola de corrupción tiene 
como corresponsables al Partido de 
los Trabajadores de Brasil liderado por Lula y a 
un conjunto de mercantilistas brasileños enca-
bezados por Odebrecht (las discrepancias están 
en el peso de la responsabilidad de cada uno).

En ese contexto, algunos han caído en la ten-
tación de achacar también a la “derecha tecno-
crática” y a los empresarios su cuota de respon-
sabilidad por su inacción frente a la corrupción 
y por su “desprecio frente a las instituciones 
políticas”. Dada mi cercanía a tres ins-
tituciones integradas por tecnócratas, 
empresarios e intelectuales decididos 
a luchar contra la corrupción y a fa-
vor de la democracia y el desarrollo, 
me parece necesario levantar esos 
cargos. 

Proética es una ONG dedicada 
a luchar contra la corrupción y su 
actual presidente es el empresario 
Jorge Medina. Desde su fundación 
ha hecho publicaciones, encuestas y 
propuestas para combatir la corrup-
ción. En las encuestas que efectúa Ip-
sos para Proética hemos encontrado 
y difundido reiteradamente que la co-
rrupción es el mayor mal que afecta al 
Estado y hemos contribuido a demos-
trar que en el Perú existe una toleran-
cia muy alta para la corrupción, con 
un índice que creamos especialmente 
para tal efecto. 

Transparencia es una asociación 
civil dedicada a trabajar por el fortaleci-
miento de la democracia. El año pasado, por ini-
ciativa de su entonces presidente, el empresario 
Felipe Ortiz de Zevallos, produjo una propuesta 
de ley de reforma institucional para el fortale-
cimiento democrático. La iniciativa, conocida 
como Plan 32, incluye propuestas concretas y 
análisis costo benefi cio en cuatro ejes: sistema 
electoral, funcionamiento del Congreso, siste-
ma de justicia y gestión pública, con énfasis en 
la lucha contra la corrupción.

IPAE Acción Empresarial es una aso-
ciación privada orientada a promover 
el desarrollo de la institucionalidad, 
la economía de mercado, la empresa y la 
educación en el Perú. Es muy conocida por ser 
organizadora de CADE Ejecutivo, el principal 

los pagos según Barata. Barata y los 
Humala tuvieron una reunión en un 
departamento en Armendáriz. Ahí se 
acordó la forma de entrega.

Por un lado, la pareja le habría con-
fi rmado a Barata que recibirían reme-
sas de Brasil a través de Valdemir Ga-
rreta, socio de Luis Favre, asesor de la 
campaña. Por otro lado, Barata habla 
de entregas personales a Nadine He-
redia. Serían los pagos que fi guran en 
las agendas.

En tres meses los Humala recibie-
ron un millón de dólares. Nadine He-
redia llamó a Barata y lo citó en Ar-
mendáriz. Ahí le dijo que no podía sol-

ventar los gastos de la campaña y que necesitaba 
más dinero.

Según Barata, pidió los fondos adicionales al 
departamento de Operaciones Estructuradas, la 
gerencia de las coimas en Odebrecht. Estos pagos 
se hacían en paralelo a los que se hacían en Brasil 
al asesor de campaña. En ningún caso se refi ere 
una sustentación de presupuestos. 

A Nadine Heredia le entregaron 3 millones de 
dólares. Tendrá que buscarse y comprobarse la 
ruta del dinero.

La descripción del apremio de la señora He-
redia coincide con otra, relacionada con la cam-
paña del 2006. La campaña en que Humala apa-
recía con polo rojo y recurría al léxico chavista.

En esa época se interceptaron ilegalmente 
las comunicaciones de Virly Torres Curvelo, a la 

foro empresarial y tecnocrático 
del país. Su actual presidente es 
el empresario Julio Luque y todos 
los ex presidentes de IPAE y CADE 
han sido empresarios o tecnócra-
tas. Pues bien, en todos los CADE 
ha estado muy presente la preocu-
pación por la corrupción y la nece-
sidad de reformas institucionales.

Para hablar solo de los CADE 
más recientes, en el 2014 hubo se-
siones dedicadas a la corrupción y 
el Poder Judicial con la participa-
ción de diez expertos nacionales e 
internacionales. En el 2015 hubo 
una sesión completa dedicada a 

reforma institucional y política con la participa-
ción de cinco expertos y se incluyó el tema en los 
términos de referencia que se les entregó a los 
candidatos presidenciales para sus exposicio-
nes. Y en el 2016 hubo dos sesiones dedicadas 
a la corrupción con la participación de nueve 
especialistas. Y, además, lanzamos CADE Mide, 
un conjunto de 21 indicadores del desarrollo de 
los cuales siete son institucionales.

“Si a alguien hubiese que 
responsabilizar por no 

haber efectuado reformas 
institucionales que 

prevengan la corrupción es 
a los partidos que tuvieron 

mayoría en el Congreso en los 
últimos 30 años”.

“Hablar de 
redistribuir 
en general es 

como hablar de 
mejorar la salud 

en general, en 
vez de entrar 
a la situación 
específi ca”.
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sazón encargada de negocios de la Embajada 
de Venezuela. La funcionaria chavista habló 
con su madre y su esposo.

Con su madre se quejó de una denuncia 
sobre un aporte venezolano de 4 millones de 
dólares. Con su esposo, se quejó de que “la tipa 
esa, la esposa” [Nadine Heredia] le pide una 
cita y la planta. Y luego dice que otros funcio-
narios la llamaron “y la tipa pidió disculpas… 
Dijo que él [Humala] necesitaba [dinero] por-
que su carrera y no sé qué”.

La revelación coincidió con testimonios 
de colaboradores efi caces y el ex congresista 
Gustavo Espinoza. Más aun, varias de esas 
declaraciones hablaban también de aportes 
de Odebrecht desde la campaña del 2006 
(400 mil dólares), de los que Barata no ha 
dicho nada.

La investigación del fi scal detectó, desde 
hace mucho tiempo, referencias a los aportes 
venezolanos. Dicha investigación se suspen-
dió y reanudó varias veces. 

La coincidencia de tantos y tan diversos 
testimonios, sobre hechos que han persistido 
en el tiempo, da cuenta de un tipo de persona-
lidad. Se trata de la personalidad que reclama 
mucho dinero a cambio de algo que no es pro-
pio: el gobierno.

Todo tendrá que probarse, por supuesto. 
Los jueces deben resolver según las pruebas. 
Los ciudadanos de a pie, sin embargo, pode-
mos ya tener un juicio sobre las personas y los 
eventos. 
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Alguno podría pensar que esta valoración 
de los temas institucionales y la lucha con-
tra la corrupción está solo en la mente de los 
organizadores de CADE. Las encuestas de 
Ipsos a los empresarios y tecnócratas par-
ticipantes en CADE demuestran lo contra-
rio. Cuando en el 2014 preguntamos cuáles 
deberían ser las prioridades del siguiente 
gobierno, combatir la corrupción salió en 
primer lugar. Cuando en el 2015 pregunta-
mos por la principal medida para reactivar 
la inversión, salió nuevamente combatir la 
corrupción en primer lugar. Por último, en 
el 2016, cuando preguntamos por el indica-
dor más valorado en el pilar institucional de 
CADE Mide, salió la posición que ocupa el 
Perú en el ránking de corrupción de Trans-
parencia Internacional. Es decir, se priorizó 
nuevamente la lucha contra la corrupción.

La megacorrupción que se viene descu-
briendo fue impulsada por una alianza in-
fame entre los líderes del Foro de Sao Paulo 
y empresas mercantilistas brasileñas que se 
benefi ciaron de la falta de ética de políticos 
populistas y técnicos de segundo nivel en el 
Perú. Si a alguien hubiese que responsabili-
zar por no haber efectuado reformas institu-
cionales que prevengan la corrupción es a los 
partidos que tuvieron mayoría en el Congre-
so en los últimos 30 años. 


